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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA No.3 ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  veintiséis  (26) de mayo de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.250
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la abogada Lida Salazar Rivera, apoderada judicial de la señora Gloria Inés Castaño Muñoz en contra del fallo emitido el 12 de abril de 2016 por  Juzgado 1º  Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira, Risaralda.

2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES 
2.1. De acuerdo con lo narrado por la abogada Lida Salazar Rivera, su mandante, señora Gloria Inés Castaño Muñoz laboró desde el 23 de mayo de 1989 hasta el 31 de mayo de 1993 en la empresa Distridaggi Ltda., cuyo representante legal es el señor Daniel Raúl Estrada Maya, quien la afilió al entonces ISS, hoy Colpensiones en el período comprendido desde el 23 de mayo de 1989 al 31 de mayo de 1992, siendo disuelta dicha empresa  en el año 1997.  La accionante laboró hasta el 31 de mayo de 1993.
La señora Castaño Muñoz consultó las semanas de cotización y advirtió que en su historia laboral no aparecían los aportes del último año laborado para el empleador antes mencionado, por lo que decidió solicitarle al señor Estrada Maya que declarara ante una notaría sobre los pagos realizados por él a nombre de su empleada y en el período que duró el vínculo laboral.

Indicó la abogada que el 6 de febrero de 2014 el señor Estrada Maya radicó en Colpensiones una solicitud de cálculo actuarial de los ciclos comprendidos entre el 1º de junio de 1992 hasta el 31  de mayo de 1993 a nombre de su ex empleada Castaño Muñoz, ya que los demás sí aparecían reportados.  El 25 de febrero de 2015 Colpensiones emitió el comprobante de pago por el cálculo solicitado, el cual ascendía a la suma de $6.563.916 que debía ser consignada en Bancolombia hasta el 30 de abril de 2015, pero el señor Estrada Maya indicó que no tenía el dinero para cancelarla; por lo tanto, la señora Castaño Muñoz solicitó ante Colpensiones que le liquidara los intereses causados por el no pago hasta el 30 de abril de 2015 con el fin de cancelar la deuda.  Sin embargo, Colpensiones no respondió a esta petición.
Señaló que los ciclos que no aparecen en la historia laboral de su mandante son del 01/06/1992 hasta el 31/05/1993 = 51,42 semanas.

Por lo tanto, consideró que Colpensiones no sólo debe aceptar el pago ofrecido por la señora Castaño Muñoz, sino que debió “ejecutar” a su ex empleador por ser el único responsable del pago, de acuerdo a la declaración extra juicio citada.

2.2.   La apoderada judicial de la señora Castaño Muñoz invocó como derechos fundamentales vulnerados el  mínimo vital, dignidad humana, igualdad, petición y seguridad social integral.

2.3. En el acápite de pretensiones, la abogada de la actora consignó las siguientes:
i)    Tutelar los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, petición y seguridad social integral.

ii)    Ordenar a Colpensiones liquidar los intereses sobre la suma de $6.563.916.oo, que fue el valor que arrojó el cálculo actuarial emitido al señor Estrada Maya para que fueran consignados antes del 30 de abril de 2015, lo cual no hizo correspondientes a los ciclos 01/06/1992 al 31/05/1993 dejados de cancelar y que son necesarios para que la señora Castaño Muñoz pueda acceder a la pensión de vejez.

iii)      Ordenar a Colpensiones expedir a la señora Castaño Muñoz el cálculo actuarial de $6.563.916.oo más los intereses hasta la fecha y causados desde el 30 de abril de 2015 que era el momento cuando el señor Estrada Maya debió pagar, con el fin de que la accionante pueda hacerse cargo de la deuda y consignar inmediatamente.

iv)       Ordenar a Colpensiones que permita a la señora Gloria Inés Castaño Muñoz, identificada con la cédula de ciudadanía No.34.051.374 que cancele la deuda de su ex empleador y que asciende a la suma de $6.563.916.oo más los intereses causados hasta la fecha, resultado del cálculo actuarial por la omisión en la afiliación y pago de aportes entre los ciclos 01/06/1992 al 31/05/1993 que equivalen a 51,42 semanas.
v)    Ordenar a Colpensiones convalidar los ciclos comprendidos entre el 01/06/1992 al 31/05/1993 = 51,42 semanas.

vi) Una vez concedido lo anterior, Colpensiones se genere la obligación de hacer consistente en proferir la historia laboral incluyendo los ciclos 01/06/1992 al 31/05/1993 para un total de 51,42 semanas, acatando la providencia judicial, sin que se exceda el término de lo ordenado por el despacho.

2.3.1. Subsidiariamente, solicitó: i) declarar que Colpensiones debe ejecutar coactivamente haciendo uso de las facultades consagradas en la Ley 100 de 1993 al señor Daniel Raúl Estrada Maya, representante legal de Distridaggi Ltda., empresa disuelta desde 1997 con el fin de que cancele la deuda por valor de $6.563.916.oo resultado del cálculo actuarial más los intereses por la omisión en la afiliación de la señora Castaño Muñoz entre los ciclos 01/06/1992 al 31/05/1993 51,42 semanas.
ii) ordenar a Colpensiones  ejecutar coactivamente haciendo uso de las facultades consagradas en la Ley 100 de 1993 al señor Daniel Raúl Estrada Maya, representante legal de Distridaggi Ltda., empresa disuelta desde 1997 con el fin de que cancele la deuda por valor de $6.563.916.oo resultado del cálculo actuarial más los intereses por la omisión en la afiliación de la señora Castaño Muñoz entre los ciclos 01/06/1992 al 31/05/1993 = 51,42 semanas.

iii) Como consecuencia de lo anterior, se ordene a Colpensiones convalidar los ciclos comprendidos entre el 01/06/1992 al 31/05/1993  = 51,42 semanas.

iv) Una vez concedido lo anterior, se genere por parte de Colpensiones la obligación de hacer consistente en proferir la historia laboral a la accionante, acatando la providencia judicial, sin exceder en el término otorgado por el despacho.

2.4.  La abogada de la actora adjuntó copia de los siguientes documentos: i) poder para actuar (en original); ii) cédula de ciudadanía a nombre de la señora Gloria Inés Castaño Muñoz; iii) respuesta emitida el 5 de febrero de 2014 por Colpensiones con sede en Pereira a la accionante; iv) cédula de ciudadanía a nombre del señor Daniel Raúl Estrada Maya; v) declaración rendida por el señor Daniel Raúl Estrada Maya el 18 de diciembre de 2014 ante el Notario Primero del Círculo de Pereira; vi) petición presentada por el señor Daniel Raúl Estrada Maya ante Colpensiones Regional Eje Cafetero oficina Pereira con respecto a la liquidación de contribuciones pensionales; vii) formulario de contribuciones pensionales y liquidaciones financieras solicitado por el período comprendido entre 01/06/1992  al 31/05/1993; viii) respuesta emitida por Colpensiones el 25/02/2015 al señor Raúl Estrada Maya con el anexo de cálculo actuarial, el comprobante para pago y la declaración extra juicio del señor Estrada Maya; ix) reporte de semanas cotizadas en pensiones actualizado al 26 de febrero de 2016 expedido por Colpensiones y la lectura del reporte de la historia laboral (Fls. 12-26) 
2.5.  Mediante auto del 17 de marzo de 2016, el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira avocó el conocimiento de la presente acción de tutela  y ordenó correr traslado de la misma a la Gerencia Nacional de Ingresos y Egresos, a la Gerencia Nacional de Reconocimiento, a la Gerencia Nacional de Defensa Judicial y la Vicepresidencia de Beneficios y Pensiones de Colpensiones (folio 28).  
2.6.  Mediante auto del 6 de abril de 2016 el A quo vinculó a la AFP COLFONDOS S.A., de acuerdo a la respuesta recibida de Colpensiones (folio 38), 

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA 
3.1.  COLPENSIONES SEDE BOGOTÁ

De conformidad con las pretensiones de la actora, informó que el artículo 13 de la Ley 100 de 1993 dispone la obligatoriedad de afiliación y la libre escogencia de cualquiera de las administradoras, en tal sentido, es un acto que se produce una vez por el interesado y en esa medida no es un acto que sea susceptible de reiterarse en el tiempo, sin embargo, el no reporte de la novedad de ingreso laboral por parte del empleador equivale en sus consecuencias jurídicas a las previstas a la omisión de afiliación, por lo que para efectos de determinar si eventualmente procede o no el cálculo actuarial, se analiza la novedad de ingreso laboral por el empleador en cada caso en particular.  Por lo tanto, si el empleador no afilió a su empleado, deberá transferir el valor actualizado (cálculo actuarial) a satisfacción de la entidad administradora para que sean tenidos en cuenta como tiempo de cotización a efectos del eventual reconocimiento de la pensión. 
Indicó que el artículo 33 de la ley 100 de 1993 no contempló el pago del cálculo actuarial por omisión de afiliación, por parte del trabajador, por lo tanto, no es posible extender la aplicación de dicha norma sin fundamento en una previa afiliación o reporte de novedad de ingreso, con fundamento en la protección de la estabilidad del Sistema General de Pensiones. 

Advirtió que la señora Gloria Inés Castaño Muñoz se trasladó del régimen de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones al régimen de ahorro individual con solidaridad a la AFP COLFONDOS S.A. desde el 1º de octubre de 1998, por lo tanto, esa AFP debe ser la encargada del respectivo cálculo actuarial por omisión, si hay lugar a ello y de recibir el pago correspondiente a satisfacción por parte del eventual empleador Distridaggi Ltda.  

Informó que mediante el oficio No.2015-1037740 del 25 de febrero de 2015 se efectuó el cálculo actuarial por omisión requerido por los períodos 01/06/1992 al 31/05/1993 conforme a la solicitud presentada por el señor Daniel Raúl Estrada Maya, representante legal de Distridaggi Ltda., sin que se efectuara su pago. 

Se refirió a cada una de las peticiones de la accionante e insistió que como la señora Castaño Muñoz se trasladó a la AFP COLOFONDOS S.A., esta entidad es la responsable de hacer el respectivo cálculo actuarial teniendo en cuenta que la Directriz Jurídica BZNo.2015-10369772 del 27 de octubre de 2015 consagra que cuando haya un traslado entre regímenes pensionales, se debe trasladar no sólo la información del afiliado sino el capital acumulado o las semanas cotizadas a la entidad receptora para lo pertinente. 
Con respecto a los períodos en los cuales no se registra la afiliación o reporte de la novedad de ingreso vínculo laboral entre 01/06/1992 al 31/05/1993, dio a conocer que no corresponde a Colpensiones adelantar acciones de cobro coactivo contra el eventual empleador Distridaggi Ltda., toda vez que esta acción sólo se adelanta cuando existe incumplimiento por parte de las obligaciones del empleador, el cobro coactivo procede siempre que exista una deuda expresa por parte del empleador a favor de Colpensiones, deuda que se genera sólo cuando habiendo reportado el ingreso de un nuevo trabajador, el empleador incumple con las obligaciones derivadas de dicho reporte, lo que no sucede en este caso.  (Folios 33-37)  
3.2.  COLPENSIONES  SEDE CALI, VALLE

Informó que verificado el historial de la accionante, no se encontró solicitud pendiente de respuesta frente a los hechos que generaron la presente acción.

Indicó que el cálculo actuarial es una información que se le entrega al empleador que no efectuó la afiliación o no reportó la novedad de ingreso – vínculo laboral del trabajador- para que tome la decisión de pagarle a esa administradora el cálculo actuarial con el fin de convalidar las semanas con respecto al tiempo laborado a su servicios por parte del trabajador, o bien  de responsabilizarse por el pago y reconocimiento de la pensión del mismo, si hay lugar a ello, para darle cumplimiento a las obligaciones derivadas de la relación laboral.
Por lo anterior, informó que no es posible que la accionante realice el pago de la liquidación del cálculo actuarial, toda vez que la misma no es producto de una obligación pendiente de pagar por parte de la actora con Colpensiones, más aun cuando no existe el reporte de la novedad de ingreso del trabajador.

Si bien podría eventualmente existir el incumplimiento de obligaciones derivadas de la relación laboral, no hay inobservancia de las mismas frente a la Administradora de Pensiones, como quiera que no se generaron como consecuencia de los compromisos relacionados con la afiliación, tales como el pago de aportes.  A la fecha, los cálculos solicitados por el empleador han sido emitidos.  

Por lo anterior, solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela.  (Folios 41 y 42)
3.3. AFP COLFONDOS

Informó que la señora Castaño Muñoz se encuentra afiliada a dicha entidad. Sin embargo, consideró que es Colpensiones la encargada de resolver cada una de las peticiones de la accionante.

Por lo tanto, concluyó que COLFONDOS no ha vulnerado derechos fundamentales a la actora y en tal sentido, solicitó que se declare que la tutela es improcedente.  (Fls. 45-47)

Anexó certificado donde consta que la señora Castaño Muñoz se encuentra actualmente afiliada a la AFP COLFONDOS desde el 13 de agosto de 1998 con fecha de efectividad el 1º de octubre de 1998 (folio 48).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 12 de abril de 2016 el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira declaró improcedente la acción de tutela por lo que no se ampararon  los derechos fundamentales invocados por la apoderada judicial de la señora Gloria Inés Castaño Muñoz, toda vez que consideró que la controversia suscitada en la demanda de tutela es de índole legal y en tal sentido, no es posible que el juez de tutela dirima la misma.  Ni se demostró configuración de un perjuicio irremediable y existe la posibilidad de recurrir a la vía ordinara para solicitar la protección de los derechos reclamados (Fls. 50-57).
La apoderada judicial de la interesada fue notificada del contenido del fallo mediante correo electrónico del 15 de abril de 2016  (folio 62, vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 18 de abril de 2016, la abogada Salazar Rivera allegó escrito mediante el cual indicó que si bien hay asuntos que se pueden “manejar” (sic) por la jurisdicción ordinaria  como el presente, también lo es que su mandante tiene más de 55 años de edad, fecha en la cual debió recibir la prestación por vejez y por causas adversas no ha podido acceder a ella.  

Consideró que no es justo que la accionante por culpa de terceras personas, deba esperar más de cuatro años un proceso que pasará por un juzgado laboral, por el Tribunal Superior y “si es su mala suerte” (sic) entre 5 y 7 años en la Corte Suprema de Justicia, es decir, más de 10 años esperando una sentencia que le permita acceder a su prestación, cuando existe la posibilidad de concluir lo solicitado a través de la acción de tutela.  

Por lo anterior, insistió que el caso en concreto es susceptible de ventilarlo por esta instancia por motivos de inmediatez y por lo tanto, solicitó que se tutelen los derechos al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, petición y seguridad social integral.  (Folio 71)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la apoderada de la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:  

 “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.7.1 Indicó la impugnante que su mandante, la señora Gloria Inés Castaño Muñoz tiene 55 años de edad y que “por culpa de terceros” no ha podido acceder a la prestación correspondiente a la pensión de vejez; por lo tanto, no sería justo someterla a un proceso en la jurisdicción laboral, toda vez que el mismo lleva mucho tiempo y por lo tanto, la acción de tutela es procedente para salvaguardar sus derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, petición y seguridad social integral.

6.7.2.  De conformidad las pruebas arrimadas a la presente demanda de tutela, la Sala observa que la pretensión de la actora está encaminada a que se ordene a Colpensiones convalidar los ciclos comprendidos entre el 01/06/1992 al 31/05/1993 = 51,42 semanas, que no fueron cancelados por su entonces empleador Distridaggi Ltda., pese a que al representante legal de dicha empresa, que ya se encuentra liquidada, se le expidió un cálculo actuarial por valor $6.563.916.oo hasta el 30 de abril de 2015, sin que a la fecha se haya cancelado el mismo, por lo que la actora desea asumir dicha obligación con el fin de completar las semanas que le faltan para acceder a la pensión de vejez.  Por su parte, Colpensiones indicó que como la señora Castaño Muñoz se trasladó del Régimen de Prima Media con Prestación Definida RPM  administrado por Colpensiones al Régimen Ahorro Individual con Solidaridad RAIS a la AFP COLFONDOS desde el 1º de octubre de 1998, es este Fondo el que debe hacer el respectivo cálculo actuarial por omisión, situación que fue puesta en conocimiento de la señora Castaño Muñoz mediante el oficio BZ2016_2887489 del 4 de abril de 2016 por parte de la Gerente Nacional de Ingresos y Egresos de Colpensiones, según comunicación enviada al A quo por parte del Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones (Fls. 64 al 70).  
6.7.3.  Del análisis de los hechos y de las pruebas que obran en el expediente, se desprende que el litigio relacionado con la seguridad social que se plantea entre las partes es de origen legal y prestacional, el cual debe ser ventilado en la jurisdicción laboral,  tal como lo concluyó el juez de primer grado, pues el fin principal de la señora Castaño Muñoz es que en su historia laboral registre el total de semanas cotizadas que exige la ley para poder obtener su pensión por vejez.  Así las cosas, la Corte Constitucional ha indicado que cuando se trata de esta clase de controversias o de reconocimientos pensionales, existe un mecanismo diseñado para ello, según se refirió en tal sentido en la Sentencia T- 158 de 2006, así: 
“… La Corte ha reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello
. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”
.
Así, la excepcionalidad se ha fundamentado entonces en las características especialísimas que se presentan en casos de erróneo reconocimiento o no reconocimiento de la pensión, en relación con otros derechos fundamentales. Ha dicho este Tribunal Constitucional que, “…dado que en las reclamaciones cuyo objeto de debate es una pensión de jubilación y quienes presentan la solicitud de amparo son, generalmente, personas de la tercera edad, debe  tomarse en consideración al momento de analizar la posible vulneración de derechos fundamentales, la especial protección constitucional que las comprende.”
  (Subrayas propias)
6.7.4.   En tal virtud, la apoderada judicial de la accionante es conocedora de que cuenta con otra vía judicial para reclamar los derechos fundamentales de su mandante; por lo tanto, se reitera que la acción de tutela es una herramienta que se caracteriza por ser residual y excepcional, que sólo procede en caso de no exista otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable, tal como se ha referido la Corte Constitucional en su jurisprudencia de la siguiente manera: 

“Conforme al artículo 86 de la carta, la acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando existiéndolo no sea apto, o se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. En otras palabras, la subsidiaridad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto[11], pues el amparo no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa previstos en la correspondiente regulación común[12].”  (Sentencia T-785/11)

6.7.5. En el caso sub examine, el juez constitucional a simple vista no puede concluir si se le deben reconocer a la accionante las 51.42 semanas por haber laborado en la empresa Distridaggi Ltda., es decir, en el período comprendido entre el 01/06/1992 al 31/05/1993, ni tampoco cuál es la entidad administradora de pensiones a la que se le debe transferir el valor actualizado o cálculo actuarial con el fin de que el mencionado ciclo sea tenido en cuenta para una eventual reconocimiento de la pensión de vejez a la que dice la actora tiene derecho por tener más de 55 años de edad, tema sobre el cual tendrá una mejor capacidad de comprensión el juez laboral ordinario, lo que hace improcedente la acción de tutela, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la Sentencia T-114 de 2000 cuando señaló que: 

“… para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye una vulneración de un derecho fundamental”.    (Subrayas propias)

6.7.6.  En ese contexto,  la Sala no advierte en este asunto en concreto que la  accionante hubiera acudido previamente a la jurisdicción ordinaria laboral para reclamar sus derechos fundamentales, ni aportó pruebas que permitan inferir que ese medio de defensa no es idóneo o que se encuentre ante un daño inminente o próximo que obligue al juez constitucional a superar el requisito de subsidiariedad que exige la decisión de la tutela y analizar de fondo el planteamiento de la supuesta vulneración de las prerrogativas constitucionales de la accionante por la inconsistencia de su historia laboral.  
De tal manera, que esta Colegiatura no advierte necesario el amparo invocado por la apoderada de la actora,  máxime que no se acreditó dentro de la foliatura que la señora Castaño Muñoz sea una persona de especial protección por parte del Estado, ni se demostró que se esté ante circunstancias materiales que impliquen la vulneración del mínimo vital y que no cuenta con un medio de subsistencia, por el contrario, la misma indicó la posibilidad de desembolsar el valor correspondiente a las cotizaciones dejadas de cancelar por su antiguo empleador en los términos en que se refirió en el escrito de la demanda de tutela.  En relación al concepto del mínimo vital, la Corte Constitucional señaló que este es un derecho fundamental ligado estrechamente a la dignidad humana, pues “constituye la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional.

(…) En suma, el derecho al mínimo vital se relaciona con la dignidad humana, ya que se concreta en la posibilidad de contar con una subsistencia digna. Encuentra su materialización en diferentes prestaciones, como el salario o la mesada pensional, mas no es necesariamente equivalente al salario mínimo legal, pues depende del status que haya alcanzado la persona durante su vida. Empero, esta misma característica conlleva a que existan cargas soportables ante las variaciones del caudal pecuniario. Por lo mismo, ante sumas altas de dinero, los cambios en los ingresos se presumen soportables y las personas deben acreditar que las mismas no lo son y que se encuentran en una situación crítica. Esto se desprende de las reglas generales de procedencia de la acción de tutela contempladas en el artículo 86 de la Constitución y en el Decreto 2591 de 1991.” (Ver Sentencia T-184 de 2009)
6.7.7. Así las cosas, se reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable” y con respecto a las características del daño inminente, la Corte Constitucional desde su inicio definió  el mismo de la siguiente manera (Sentencia T-225/93 MP. Vladimiro Naranjo Mesa):
“[e]n primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
 
En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juez de primera instancia fue acertada, toda vez que la misma se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por la existencia de mecanismos judiciales para debatir un litigio de índole laboral y pensional, por cuanto no existen razones fundadas para la protección a los derechos fundamentales invocados.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala No.3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 12 de abril de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por la abogada Lida Salazar Rivera, apoderada judicial de la señora Gloria Inés Castaño Muñoz en contra de Colpensiones.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� [Cita del aparte transcrito] Sobre el particular pueden verse las sentencias T-1316 de 2001, T-482 de 2001, T-977 de 2001, T-690 de 2001, T-256 de 2001, T-189 de 2001, T-163 de 2001, T-1116 de 2000, T-886 de 2000, T-612 de 2000, T-618 de 1999, T-325 de 1999, T-214 de 1999, T-718 de 1998, T-116 de 1998, T-009 de 1998, T.637 de 1997, T-456 de 1994 y T-426 de 1992. 


� T-904 de 2004


� T-904 de 2004. Ver también la sentencia T-076 de 2003: “Tratándose del reconocimiento o reliquidación de la pensión, la jurisprudencia viene considerando que, bajo condiciones normales, las acciones laborales - ordinarias y contenciosas- constituyen medios de impugnación adecuados e idóneos para la protección de los derechos fundamentales que de ella se derivan. No obstante, también ha sostenido que, excepcionalmente, es posible que tales acciones pierdan toda eficacia jurídica para la consecución de los fines que buscan proteger, concretamente, cuando una evaluación de las circunstancias fácticas del caso o de la situación personal de quien solicita el amparo constitucional así lo determina. En estos eventos, la controversia planteada puede desbordar el marco meramente legal y pasar a convertirse en un problema de índole constitucional, “por lo que el juez de tutela estaría obligado a conocer de fondo la solicitud y a tomar las medidas necesarias para la protección del derecho vulnerado o amenazado.”


� Sentencia T-1316/01 (MP. Rodrigo Uprimny Yepes).  En esta sentencia se estudia si es procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, teniendo en cuenta que el accionante había presentado una demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa, solicitando el incremento de su mesada pensional. En este caso la Corte resolvió confirmar los fallos de instancia, los cuales negaron la tutela del derecho, pues consideró que para el caso en concreto no se configuraba una situación irremediable.  Esta sentencia reitera los argumentos planteados en la sentencia T-225/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa).
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